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DERECHOS AL DEBIDO PROCESO, DEFENSA, SEGUNDA INSTANCIA, DERECHO SUSTANCIAL, LIBRE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / RECURSO DE APELACIÓN DECLARADO DESIERTO / DEFECTO PROCEDIMENTAL.“[L]a Fundación Gimnasio Pereira, dirigió su reclamo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dicha autoridad judicial al declarar desierto el recurso de apelación que se interpuso contra la sentencia de primera instancia que profirió el Juzgado Cuarto Civil Municipal el 17 de mayo de 2016 (…) [E]l juez de segundo grado precisó que el recurrente había presentado ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal el escrito visible a folio 351 que correspondía a los reparos a la sentencia allí proferida, pero en la audiencia que se desarrollaba en esa sede, se había limitado a releer ese mismo memorial, con lo que concluyó que faltó sustentar “el recurso de reposición” en debida forma, estando claro para el Despacho que conforme a los artículos “372 y 373 del Código se debían hacer reparos al fallo en primera instancia y sustentarlos en la segunda”, que no se trataba de repetir lo allá expuesto; que en segunda instancia debían presentarse “argumentos nuevos”, inexistentes en la audiencia y declaró desierta la alzada (…). De este derrotero emerge, para la Sala, que el funcionario incurrió en un defecto procedimental (…) De acuerdo con el derrotero analizado, surge diáfano en este caso un excesivo ritualismo, que dio al traste con el derecho al debido proceso, en cuanto se cercenó a la parte demandante la posibilidad de que la sentencia fuera revisada por el superior. (…) De las pruebas allegadas se desprende con nitidez, que ante el juez de primer grado, la parte afectada con la sentencia interpuso, por escrito, el recurso de apelación, y planteó dos reparos concretos contra la misma; a partir de allí, en un exceso de su obligación, procedió a fundamentar cada una de sus inconformidades. Luego, en segunda instancia, con la anuencia del funcionario, dio lectura a esas mismas razones de su disentimiento, que desarrollaban, se insiste en ello, los reparos efectuados. Sin embargo, esos argumentos fueron insuficientes para el juez, dado que nada de nuevo aportaban. Ese proceder se aparta de las exigencias que trae el estatuto procesal, porque el recurrente cumplió su carga de sustentar, al margen de que le sirviera de soporte el mismo escrito que allegó en primera instancia, dado que en él, además de los reparos, se mencionó en qué consistía la equivocación del juzgado y por qué la sentencia debía ser revocada.”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero tres de dos mil diecisiete
Expediente:  66001-22-13-000-2017-00012-00

Acta N° 51 de febrero 3 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por la “Fundación Gimnasio Pereira” contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados AIG Seguros Colombia SA y el Juzgado Cuarto Civil Municipal.
ANTECEDENTES

La Fundación Gimnasio Pereira, entidad sin ánimo de lucro, que interviene por intermedio de apoderado judicial, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, defensa, segunda instancia, derecho sustancial, libre acceso a la administración de justicia” dentro del proceso  que inició contra la sociedad Chartis Colombia Seguros SA, en el que se incurrió en una vía de hecho. 
 



Se expuso, en síntesis, que en el citado proceso de responsabilidad civil contractual, previo el trámite de rigor y con la proposición de excepciones de mérito, luego de algunas vicisitudes presentadas dentro del mismo, el Juzgado Cuarto Civil Municipal, profirió sentencia en la que negó las pretensiones y condenó en costas a la fundación; oportunamente se interpuso recurso de apelación en la forma establecida por el artículo 320 del Código General del Proceso; en el escrito se hicieron los reparos pertinentes que contienen todas las afirmaciones y aseveraciones que la entidad ha sostenido durante el decurso del proceso  y se manifestaron las inconformidades con el fallo, es decir, se hizo una sustentación juiciosa del recurso de apelación, el que concedido fue asignado al Juzgado Segundo Civil del Circuito que señaló fecha para audiencia el 27 de octubre del año 2016; el funcionario advirtió que únicamente se podía referir en la sustentación del recurso a lo señalado en el escrito de apelación que se propuso. Así, entonces, se indica, procedió a sustentar la alzada en los mismos términos en que se cimentó la misma; resalta que fue más allá, pues en el memorial arrimado a la primera instancia, realizó una descripción detallada de los motivos de inconformidad de la sentencia y, por tanto, se leyó en forma detenida y vehemente, los argumentos de la inconformidad.
 



Una vez superada esta etapa, el funcionario accionado, manifestó en forma autoritaria e imperativa que la sustentación incumplía con las previsiones de los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso, los que por demás, se refieren al recurso de casación, e indicó que la cuestión se limitó a la lectura de lo plasmado en el escrito de interposición del recurso y lo declaró desierto, lo que configura una vía de hecho. Además, no se sabe de dónde surgió la afirmación del funcionario acerca de que la audiencia de primer grado fue oral, pues, la misma se dictó por escrito y notificada por estado.
Se pide, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados; declarar que “la sentencia” del Juzgado Segundo Civil del Circuito violó los artículos 29, 31, 228 y 229 de la Constitución Política; que se ordene la revisión de esa providencia con el fin de garantizar el debido proceso y acceso a la justicia y se reconozca el derecho que le asiste.
Con la demanda, se aportaron, entre otros documentos, copia del escrito arrimado al Juzgado Cuarto Civil Municipal, relacionado con los reparos y sustentación del fallo, así como la reproducción del video de segundo grado.

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de AIG SEGUROS COLOMBIA SA (antes Chartis Seguros Colombia SA); de igual manera, se ordenó la remisión de copias de las piezas procesales conducentes para la resolución del asunto, las cuales se enviaron de conformidad.
Con posterioridad, se vinculó al Juzgado Cuarto Civil Municipal. 

CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, la Fundación Gimnasio Pereira, dirigió su reclamo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dicha autoridad judicial al declarar desierto el recurso de apelación que se interpuso contra la sentencia de primera instancia que profirió el Juzgado Cuarto Civil Municipal el 17 de mayo de 2016, según lo deja ver la foliatura, al estimar que se equivoca en la apreciación del sustento que efectuó.
  
  


Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, de los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso debido a la administración de justicia; se agotó el recurso del caso frente a la posición emitida por el juzgado demandado que se reprocha; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante al funcionario, aquella incidiría en la decisión de fondo, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

   



Es viable, en consecuencia analizar si se da uno de los supuestos especiales. Para tal efecto, se recuerda lo siguiente: 
 



1. Con sentencia del 17 de mayo de 2016, en primera instancia, el Juzgado Cuarto Civil Municipal, negó las pretensiones solicitadas por la parte accionante dentro del proceso que por responsabilidad civil contractual inició contra Chartis Seguros Colombia SA, hoy AIG Seguros Colombia SA, en la que se tuvo como argumento central las exclusiones contempladas en la póliza que sirvió de apoyo para las pretensiones invocadas en la demanda. 





2. Notificada por estado esa decisión, la demandante interpuso recurso de apelación, en el que transcribió el aparte del fallo que se refería a la situación anotada, luego procedió a indicar los reparos concretos. En primer lugar, precisó que no se tuvieron en cuenta las condiciones particulares de la respectiva póliza y se procedió a desarrollar tal inconformidad citando los numerales que, en su sentir, contemplan tal cobertura, en resalto de la “Responsabilidad Laboral” allí contenida; citó jurisprudencia relacionada con ese aspecto (f. 36 a 39), y expuso que era viable la indemnización impetrada. En segundo término, como reparo, dijo que se omitió la buena fe con la que actuó la fundación y que se omitió analizar detenidamente el galimatías que representa para la interpretación del contrato de seguro el clausulado de condiciones generales de la póliza, y a continuación insistió en que se trataba de una reclamación de carácter laboral que sí tiene cobertura; puso en entredicho la desestimación de pruebas testimoniales y documentales, con las cuales se probaba que desde el ofrecimiento de la póliza hubo manifestación por parte de la aseguradora acerca de las contingencias amparadas y que se derivaban del contrato laboral; se hizo alusión a la buena fe y a la falta de claridad en los clausulados, con base en jurisprudencia constitucional; se criticó la falta en la interpretación de la demanda acorde con lo engañoso y exógeno en la literalidad del seguro respectivo que conducía a confundir el contrato con una posición favorable y dominante de la aseguradora, sin que se haya tenido en cuenta que la ley protege al más débil y a quien obra de buena fe, como en el asunto concreto lo hizo la Fundación Gimnasio Pereira (f. 36 a 39)
    
3. Enseguida, el juzgado de primera instancia, concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo y  dispuso la remisión del expediente al superior.





4. Asignado por reparto al Juzgado Segundo Civil del Circuito, se programó el 27 de octubre de 2016, para efectos de celebrar la audiencia de sustentación y fallo de que trata el artículo 327 del CGP.

 



5. En ella, el apoderado judicial de la parte demandante procedió a exponer situaciones similares a las detalladas al momento de interponer el recurso de apelación y reiteró la sustentación de cada uno de los reparos formulados. El primero lo argumentó, según la copia de la reproducción de la audiencia allegada, desde el minuto 6:43 al 14:25, y el segundo lo sustentó entre los minutos 14:26 y 24:04, para rematar con la solicitud de revocatoria del fallo y que, en su lugar, se accediera a lo pedido en la demanda.

  



6.  Enseguida, el juez de segundo grado precisó que el recurrente había presentado ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal el escrito visible a folio 351 que correspondía a los reparos a la sentencia allí proferida, pero en la audiencia que se desarrollaba en esa sede, se había limitado a releer ese mismo memorial, con lo que concluyó que faltó sustentar “el recurso de reposición” en debida forma, estando claro para el Despacho que conforme a los artículos “372 y 373 del Código se debían hacer reparos al fallo en primera instancia y sustentarlos en la segunda”, que no se trataba de repetir lo allá expuesto; que en segunda instancia debían presentarse “argumentos nuevos”, inexistentes en la audiencia y declaró desierta la alzada (minutos 24:13 a 27:09).

7.
La parte actora interpuso recurso de reposición frente a dicha resolución e indicó que, en efecto, hizo el mismo pronunciamiento que elevó en primer grado, porque ahí estaba consignada la razón de ser de la apelación frente a la sentencia, esto es, los argumentos que se desconocieron en la decisión de primera instancia, alegados desde la promoción del libelo y no era del caso cambiarlos, porque son el cimiento de las pretensiones respectivas, reflejo de la realidad del negocio jurídico (minutos 24:15 a 29:00).

   



8.    El Juzgado, al resolver el recurso, expresa de nuevo que la intervención del interesado se limitó a una repetición de lo que adujo en primera instancia; además, que es claro el “video” de esa audiencia cuando se le manifestó que si iba a hacer los reparos, por cuanto la  sustentación se surtía en segunda instancia, como en realidad debe ser; que es inaceptable que se presente un escrito y luego se venga a releer, porque carecería de objeto la audiencia, ya que lo pertinente es bridar argumentos basados en esa presentación que se hizo en la audiencia, en lugar de repetir lo mismo; en consecuencia, no repuso su decisión (minutos 29:02 a 30:48).
  



De este derrotero emerge, para la Sala, que el funcionario incurrió en un defecto procedimental, sobre el que se ha precisado que
:
 
        
  
“33. El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido… y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”…. –negrillas y subrayas propias-
 
 


34. En relación con el defecto procedimental absoluto…, la Corte ha indicado que ““[c]uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”….
 
 


De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente… o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación…
 
  


35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto…, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”…
 
  


36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales…; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso…”
   



De acuerdo con el derrotero analizado, surge diáfano en este caso un excesivo ritualismo, que dio al traste con el derecho al debido proceso, en cuanto se cercenó a la parte demandante la posibilidad de que la sentencia fuera revisada por el superior. 

    



Primero, porque el hecho de que un recurrente en segunda instancia, con las nuevas reglas del Código General del Proceso, y en relación con el inciso final del artículo 327, proceda a leer, o como en el caso presente, a exponer de nuevo los argumentos o alegaciones que consignó en el escrito que allegó en primera instancia, en tanto ellos desarrollen los reparos concretos, no conduce fatalmente a que deba desestimarse la sustentación, como acá ha ocurrido. Lo que busca la nueva orientación legal, en lo que corresponde a la apelación de sentencias, es que promovido el recurso de apelación y en la etapa que corresponda, se presenten de manera concreta los reparos que se hacen a la decisión, en primera instancia, sobre los cuales versará la sustentación ante el superior (inc. 2º, num. 3, art. 322 CGP), y que la alegación ante este, por tanto, se apuntale, en forma exclusiva, en esos reparos.




Eso es lo que, en estricto sentido, ocurrió en este caso. De las pruebas allegadas se desprende con nitidez, que ante el juez de primer grado, la parte afectada con la sentencia interpuso, por escrito, el recurso de apelación, y planteó dos reparos concretos contra la misma; a partir de allí, en un exceso de su obligación, procedió a fundamentar cada una de sus inconformidades. Luego, en segunda instancia, con la anuencia del funcionario, dio lectura a esas mismas razones de su disentimiento, que desarrollaban, se insiste en ello, los reparos efectuados. Sin embargo, esos argumentos fueron insuficientes para el juez, dado que nada de nuevo aportaban. 

Ese proceder se aparta de las exigencias que trae el estatuto procesal, porque el recurrente cumplió su carga de sustentar, al margen de que le sirviera de soporte el mismo escrito que allegó en primera instancia, dado que en él, además de los reparos, se mencionó en qué consistía la equivocación del juzgado y por qué la sentencia debía ser revocada. 
Segundo, porque el accionado hizo una afirmación que está alejada de la realidad, ya que la sentencia en primera instancia se produjo por escrito, de manera que no existe video; la notificación se produjo por estado y los reparos se plantearon también por escrito, solo que, se reitera, de una vez se sustentaron. 
Tercero, porque el juez sustentó lo resuelto en los artículos “372 y 373 del Código”, sin precisar cuál, (CPC o CGP), normas que en ninguno de los dos estatutos tienen que ver con la sustentación de la alzada. Cuando más, el inciso final de la regla 5 del artículo 373, hace referencia a la forma de interponer el recurso de apelación, dependiendo de si la sentencia es oral o por escrito, pero ninguna precisión hace sobre aquel particular; mucho menos impone que en la audiencia de sustentación haya qué acudir a explicaciones diferentes a las que se han brindado en primera instancia, si ellas han desarrollado, en extenso, los reparos concretos. 
  



En conclusión, se concederá el amparo deprecado, en virtud de lo cual se dejarán sin efecto (i) los autos proferidos en la audiencia del 27 de octubre del año 2016 por parte del Juzgado Segundo Civil del Circuito local, por medio de los cuales declaró desierto el recurso de apelación que la Fundación Gimnasio Pereira presentó contra la sentencia del 17 de mayo de esa misma anualidad dictada por el Juzgado Cuarto Civil Municipal dentro del proceso de responsabilidad civil contractual que dicha entidad promovio contra Chartis Seguros Colombia SA, hoy AIG Seguros Colombia SA, y el que dispuso mantener esa decisión; (ii) las actuaciones subsiguientes ante el precitado despacho judicial. Se dipondrá que en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia y una vez le sea enviado el expediente del caso, convoque a audiencia para continuar con el trámite de la apelación y tomar las determinaciones que sean del caso, teniendo presente las observaciones expuestas en esta providencia. 

Se absolverá a los demás involucrados, porque no se halla de su parte trasgresión a derecho fundamental alguno de la parte accionante. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

 
1. 
Se CONCEDE el amparo deprecado por la Fundación Gimnasio Pereira contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad.
  
2. 
Como consecuencia de ello, se dejan sin efecto: (i) los autos proferidos en segunda instancia por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en la audiencia celebrada el 27 de octubre de 2016, dentro del proceso de responsabilidad civil contractual iniciado por la Fundación Gimnasio Pereira contra Chartis Seguros Colombia SA, hoy AIG Seguros Colombia SA, radicado al número 2013-00093-01 por medio de los cuales declaró desierto el recurso de apelación que la Fundación Gimnasio Pereira presentó y fue concedido frente a la sentencia del 17 de mayo de esa misma anualidad dictada por el Juzgado Cuarto Civil Municipal dentro de ese asunto y resolvió no reponer esa determinación; y (ii) las actuaciones subsiguientes ante el precitado despacho judicial.
   
3.
Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, contadas desde el momento en que le sea enviado el expediente del caso, el Juzgado Segundo Civil del Circuito deberá convocar a audiencia en la que adoptará las decisiones que sean pertinentes frente a la sustentación del recurso de apelación presentado por la parte demandante dentro del asunto en cita, teniendo en cuenta las observaciones plasmadas en esta providencia. 
   



De tal gestión, dará cuenta a esta Sala.
Notifíquese la decisión a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS


    DUBERNEY GRISALES HERRERA 

� Sentencia C-543-92


�  Sentencia T-667 de 2015
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